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Excma. Cámara: 

El Fiscal de las Cámaras Civiles y Comerciales que 

suscribe en estos autos caratulados "COOPERATIVA DE VIVIENDA CONSUMO Y 

CRÉDITO HORIZONTE LTDA. C. CORBALÁN CARLOS DANIEL Y OTRO", ABREVIADO, 

COBRO DE PESOS, RECURSO DE APELACIÓN,(Expte. Nº 2297141/36), fecha de 

remisión del día 18/02/2014, por ante la Excma. Cámara 8º en lo Civil 

y Comercial comparece y dice: 

I. Intervención de este Ministerio Público 

Que viene a contestar el traslado corrido a fs. 554, con 

motivo del recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la 

actora Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito Horizonte Ltda., en 

contra del decreto de fecha 20/11/2012, y del Auto Nº 411, del 9 de 

octubre de 2013, que corre a fs. 531/534, mediante el cual el juez de 

grado entiende que en autos existe una relación de consumo, y atento 

el orden público vigente en la ley 24.240, manda la intervención del 

Ministerio Público Fiscal.  

II. Expresión de agravios de la parte actora 

II.1. La inaplicabilidad de la Ley 24.240 

Al mantener el recurso a fs. 546/548, la apoderada de la 

Cooperativa se alza en contra de las resoluciones citadas y argumenta 

que la presente causa escapa a la ley 24.240.  

Así, sostiene que la relación que une a la cooperativa 

con cualquiera de sus asociados se rige por la ley 20.337, y luego por 

sus estatutos y reglamentos. 

De tal modo, reitera las afirmaciones de Primera 

Instancia, y del recurso de reposición, insistiendo que el vínculo 

jurídico que une a su representada y a los demandados no es una 

relación entre “clientes”, ni entre empresas que realicen actividades 

con fines de lucro, sino que es un acto cooperativo, que está muy 

lejos del lucro que tipifica los actos comerciales.  

II.2. La vigencia del “acto cooperativo” 



Así, ratifica que entiende que no es aplicable la ley 

24.240, que tutela la contratación a título oneroso, propio del 

contrato de compraventa como paradigma, y muy lejos está el acto 

cooperativo, como el desarrollado en autos, de una compraventa y más 

lejos aún de la idea de comercialización que tipifica el art. 2 de la 

ley 24.240.  

En síntesis, insiste que la cooperativa no contrata a 

título oneroso, ni comercializa cosas de ningún tipo, y que se limita 

a construir viviendas para sus asociados.  

En esta línea, cita doctrina que entiende le da la 

razón, como así también jurisprudencia de V.E. y de otros tribunales 

en idéntico sentido.  

En definitiva, pide se revoque el decreto y el Auto del 

inferior, y se declare que la presente causa no se introduce en la ley 

24.240.  

III. Thema decidendum. 

Así las cosas, esta Fiscalía de Cámaras advierte que la 

cuestión debatida gira en torno a definir si las adquisiciones de 

viviendas de los asociados cooperativos deben ser calificadas como una 

“relación de consumo” a la que le es aplicable la ley 24.240, o si por 

el contrario, prima la naturaleza especial del acto cooperativo. 

IV. Cuestión preliminar: la deserción del recurso 

En primer lugar, cabe puntualizar que de la lectura del 

recurso de reposición que corre a fs. 492/494, y del libelo de 

expresión de agravios, se sigue que ambos textos son virtualmente 

idénticos.  

En consecuencia, la actora lejos de realizar una crítica 

razonada del resolutorio dictado por el inferior en el Auto 411, del 

29 de octubre de 2013, en donde establece las bases de la 

aplicabilidad de la ley 24.240, se limita a reiterar “al pie de la 

letra” el escrito presentado en la instancia anterior.  

De tal modo, como lo ha dicho el Excmo. Tribunal 

Superior de Justicia, lo vertido en la demanda de apelación no puede 

ser una mera repetición de alegaciones ya expuestas en anteriores 

instancias, y el recurrente debe demostrar la idoneidad técnica de la 

crítica para mantener y delimitar el conocimiento de la Cámara de 

Apelaciones. Ello sucederá cuando el escrito no sólo exprese la 

disconformidad con el fallo de primer grado, sino también cuando 
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realice una enunciación precisa de los motivos por los cuales se 

pretende la reforma del decisorio1. 

De todas formas, tal como lo ha señalado también nuestro 

Alto Cuerpo2, la valoración de la expresión de agravios a los fines de 

considerar abierta la jurisdicción de segunda instancia no debe 

observarse con injustificado rigor formal cuando de ella se desprende 

el agravio que pretende impugnar la sentencia en crisis. 

La meritación de las exigencias técnicas debe ser 

realizada con flexibilidad e interpretada estrictamente para evitar 

afectar el derecho de defensa. 

De tal modo, y en función del principio "favor apelatio" 

corresponde abrir la instancia apelativa e introducirse en la cuestión 

de fondo traída a estudio de V.E.  

V. La existencia de la eventual relación de consumo 

V.1. Los antecedentes de la causa: el cobro del saldo 

del precio de la vivienda 

De la lectura de la demanda se sigue que la Cooperativa 

de vivienda y consumo persigue el cobro del saldo de precio de la 

vivienda adquirida por los Sres. Carlos Daniel Corbalán y Marcela 

María Rosario Disca, sita en Casa 476, Barrio René Favaloro Sud, 

Complejo Horizonte. 

En este sentido, reclama en concepto de incumplimiento 

del compromiso de adjudicación, el que se integra por la suma de 

$3.537,50, más 30 cuotas sociales adeudadas, 15 períodos en concepto 

de AMAC, y cargos administrativos e impuestos, arribando a la suma de 

$6.427,91. 

La actora puntualiza que el acto cooperativo de vivienda 

no es una compraventa, sino que puede ser definido como un acto 

interno entre el asociado y su cooperativa, por la cual, la segunda 

presta al primero un servicio al costo, en cumplimiento de su objeto 

                                                           
1 Ortiz Pellegrini, Junyent Bas, Keselman, Marcelino, Recursos 

Ordinarios, Lerner, 1999, pág. 275 y sig. 
2 TSJ Sala Civil, AI N° 56 del 23/3/98, “Municipalidad de Córdoba c/ 

Sociedad Italiana- Recurso Directo” 



social, que consiste en construir viviendas para entregar a sus 

asociados, y una vez cumplidas las exigencias previstas en la 

reglamentación interna, otorgar la propiedad de las mismas a los 

adjudicatarios.  

V.2. El sistema de construcción en el ámbito cooperativo 

En esta línea, sostiene que la construcción se hace por 

el “Sistema Ahorro Natural Vivienda”, y que consecuentemente, el acto 

cooperativo está regido por la ley 20.337, explicando de qué manera se 

entregan las viviendas.  

De tal modo, explica que el asociado se introduce en el 

ente cooperativo y debe abonar aportes como así también una 

cancelación porcentual, y que las viviendas se entregan mediante un 

sistema de adjudicación por puntaje.  

En este sentido, explica que una vez adjudicada la 

vivienda el adherente toma un compromiso mensual de aporte, de 

conformidad al costo productivo, y que estos pagos se van realizando 

en forma mensuales hasta finalizar el costo de construcción de la 

vivienda.  

La entidad cooperativa explica que el sistema de aportes 

es libre antes de la adjudicación, pero luego de éste acto, pasa a ser 

obligatorio pues, de lo contrario, se perjudica a todos los 

adjudicatarios que cumplen regularmente con sus obligaciones.  

En esta inteligencia, también explica cómo opera el 

esquema cooperativo en caso de dificultades en el pago, permitiendo 

tanto la posibilidad de tolerar el retraso y ponerse al día, como así 

también restituir la vivienda.  

Así, sostiene que el sistema cooperativo se encuentra 

especialmente reglado en el “Convenio De Condiciones para el Adherente 

al Sistema”, citando los artículos a tal fin.  

V.3. El pedido de vigencia de la ley 20.337 

En el caso de autos, la Cooperativa pone de relieve que 

el Sr. Corbalán se asoció y adhirió al sistema, que luego resultó 

adjudicatario de una vivienda, la que le fue entregada, y que la 

postre, ha quedado pendiente el saldo cuyo cobro se pretende.  

En definitiva, entiende que la presente acción se 

fundamenta en la ley 20.337, y en el Reglamento de Viviendas de la 

Cooperativa Horizonte, aprobado por el INAES.  

En síntesis, la apoderada de la Cooperativa de vivienda, 

consumo y crédito Horizonte Ltda. pide se le dé curso a la acción.  
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V.4. El criterio del inferior 

Por su parte, el juez de Primera Instancia, mediante 

proveído del 20 de noviembre de 2012, obrante a fs. 491, entiende que 

la pretensión deducida engasta en los arts. 1,2 3 y 52 de la LDC, y 

que atento el orden público vigente en dicha materia, corresponde 

aplicar esta normativa y dar intervención al Ministerio Público 

Fiscal.  

En contra de este proveído se alza la entidad 

cooperativa con el recurso que corre a fs. 492/494, y que es una 

argumentación idéntica a la deducida ante V.E.  

En esta inteligencia, el a quo, luego de escuchar a la 

Fiscal, dicta el resolutorio hoy recurrido ante V.E. en el que 

argumenta que la cooperativa es proveedora, en los términos del art. 2 

de la ley 24.240, en cuanto no hay dudas que realiza una oferta 

pública de su plan de vivienda a personas indeterminadas, y que más 

allá de la especial caracterización del acto cooperativo, la entidad 

debe ser equiparada a un proveedor ya que ella redacta unilateralmente 

todas las condiciones a las que deben adherirse los adquirentes. 

En esta línea, argumenta que los adquirentes que se 

asocian a la cooperativa son verdaderos consumidores, en los términos 

del art. 1 de la LDC, y que a su vez, dichas entidades son 

profesionales en la construcción de viviendas, actividad a la que se 

dedican, aun cuando sostengan que no tienen fines de lucro en sentido 

estricto.  

En síntesis, el inferior entiende que existe relación de 

consumo, que prevalece sobre el régimen cooperativo, y éste es el 

debate que hoy nos convoca tanto a este Ministerio Público como a V.E.  

VI. La convergencia normativa 

VI.1. Los extremos de la litis 

Desde esta perspectiva, se advierte que el “punto nodal” 

a resolver en esta instancia es si las particularidades de la relación 

cooperativa existente entre la entidad y el asociado, y su 

convergencia con la ley de Defensa del Consumidor, permite predicar la 



existencia de una “relación de consumo”, tal como lo ha hecho el 

inferior, o por el contrario, prima la especial naturaleza del acto 

cooperativo, como lo resolvió V.E. en autos “Quiroga c. Cooperativa 

Horizonte”3. 

En esta inteligencia, el debate que nos convoca, que en 

aquella primera oportunidad que V.E. tuvo que resolver podía existir 

alguna duda, hoy ha sido claramente definido tanto por la doctrina 

como por la jurisprudencia.  

VI.2. Un derecho constitucionalizado 

Así, corresponde señalar que la tutela del consumidor 

mereció consagración constitucional en el art. 42 de la Carta Magna, y 

consecuentemente, nos encontramos frente a un régimen 

“constitucionalizado”, tal como enseña la doctrina4. 

La propia doctrina constitucionalista5 afirma que “como 

consecuencia del art. 42 de la CN, la defensa del consumidor y del 

usuario se constituye en uno de los principios rectores en materia de 

política económica y social que regula el mercado”.  

En consecuencia, su integración normativa ha provocado 

un impacto profundo en el régimen contractual e incluso, en el caso de 

relaciones jurídicas nacidas de vínculos no típicamente contractuales 

de nuestros Códigos Civil y de Comercio.   

El texto constitucional dispone: “Los consumidores y 

usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de 

consumo, a la protección de la salud, seguridad e intereses 

económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de 

elección, y a condiciones de trato digno y equitativo. 

Las autoridades proveerán a la protección de esos 

derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la 

competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al 

                                                           
3 CCC 8º Córdoba, Quiroga Oscar Américo c. Cooperativa Horizonte Lta. 

De Vivienda y Crédito. Ordinario. Escrituración, Recurso de apelación, 

6/5/2008. 
4 RUSCONI, Dante, Manual de Derecho del Consumidor, Abeledo Perrot, 

Buenos Aires, 2009, pág. 60; FARINA, Juan Manuel, Defensa del 

Consumidor y del usuario, Astrea, 4º edición, 2011, pág. 11; MOSSET 

ITURRASPE, Jorge, WAJNTRAUB, Javier, Ley de Defensa del consumidor, 

Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2010, pág. 13. 
5 BIDART CAMPOS, Germán, Manual de Constitución Reformada, Tomo II, 

Primera reimpresión, Ediar, Buenos Aires, 1998, pág. 93; Ekmekdjian, 

Miguel, Tratado de Derecho Constitucional, Tomo 4, Depalma, Buenos 

Aires, 1997, pág. 3; QUIROGA LAVIÉ, Humberto; BENEDETTI, Miguel; 

CENICACELAYA, María de las Nieves, Derecho constitucional argentino, 

Tomo 1, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, pág. 310. 
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control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y 

eficiencia de los servicios públicos y a la constitución de 

asociaciones de consumidores y usuarios. 

La legislación establecerá procedimientos eficaces para 

la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de 

los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria 

participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las 

provincias interesadas, en los organismos de control”. 

El precepto importa todo un desafío que si bien 

demuestra su avance en el derecho judicial también se advierte el 

largo camino que falta por recorrer. 

En esta inteligencia, advertirá V.E. que el primer 

párrafo de la norma constitucional es relevante porque 

“constitucionaliza” los derechos del consumidor o usuario, es decir, 

les da jerarquía supra legal, de manera tal que en caso de 

controversia o convergencia con otros ordenamientos legales, debe 

primar la ley 24.240, tal como lo estipula expresamente el art. 3 de 

este último cuerpo legal, al establecer el principio “in dubio pro 

consumidor”.  

VI.3. La manda a las autoridades del Estado 

La doctrina se ha ocupado de señalar también que, tan 

importante como el primer párrafo del artículo que otorga jerarquía 

constitucional a los derechos del consumidor, lo es el segundo 

párrafo, en cuanto ordena a las autoridades proveer a la protección de 

esos derechos, y evitar todas formas de distorsión de los mercados.  

Esta manda alcanza plenamente al Poder Judicial, como 

integrante del Estado, y consecuentemente, impone la necesidad de 

respetar los derechos reglados en el art. 42 de la CN y ley 24.240. 

Las afirmaciones precedentes, permiten señalar que se ha 

operado un verdadero cambio de paradigmas que exigen “releer el 

ordenamiento jurídico”.  



Así, tal como lo afirman Alegría y Alterini6, el Derecho 

del consumidor cruza transversalmente el sistema, sus principios son 

prevalentes (art. 3º, ley 24.240 según ley 26.361), y tiene la energía 

de la legislación de orden público (art. 65, ley 24.240). El 

denominado orden público económico de protección, que tiende a 

resguardar a una de las partes así como a mantener el equilibrio 

interno del contrato, fijando a tal fin "un mínimo y un máximo de 

protección".  

En una palabra, cabe que V.E. advierta el sentido y 

alcance de esta profunda modificación del ordenamiento jurídico, a 

cuyo fin, le dedicamos algunos párrafos.  

VI.4. Un cambio paradigmático 

VI.4.a. Una nueva matriz disciplinaria 

En esta línea, cabe recordar que el término “paradigma” 

fue utilizado por primera vez por Thomas Kuhn7 e implica un cambio 

de “modelo” en los esquemas científicos, en este caso del 

ordenamiento jurídico todo lo cual exige una cosmovisión 

antropológica que ubique a la persona “concreta” como centro del 

sistema, art. 8 bis de la ley 26.361.  

En el ámbito del derecho, predicar la existencia de un 

nuevo paradigma implica entonces señalar que ha surgido “un nuevo 

modelo jurídico” que requiere de la reestructuración de sus 

principios fundantes y de los criterios de interpretación. 

El paradigma es “una matriz disciplinar”, una 

“cosmovisión” que permite abordar la comprensión del ordenamiento 

jurídico a partir de determinadas premisas, en este caso, el 

consumidor como protagonista del funcionamiento de un mercado 

concurrencial en donde convergen las etapas de producción, 

comercialización y consumo.  

VI.4.b. El desequilibrio estructural entre consumidor 

y proveedor 

El consumidor o usuario es el sujeto que por 

naturaleza se encuentra ubicado en una situación de debilidad a la 

que el Derecho debe observar y proteger. 

                                                           
6 ALTERINI, Atilio, ALEGRÍA, Héctor, Unificación sustancial del derecho 

civil y del derecho comercial, La Ley, 4/11/2011, pág. 6. 
7 KUHN, Thomas, “La estructura de las revoluciones científicas” Edición 

Breviarios, Fondo de Cultura Económica, México 1971, reimpresión 1995, 

pág. 9. 
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De estas diversas funciones del mercado, se detecta 

una “tensión esencial” entre el “profesional”, concepto que engloba 

a proveedores, productores y comercializadores, frente al “profano”; 

quedando delineada la “debilidad” propia del consumidor que se 

encuentra obligado a adquirir los productos elaborados sin 

posibilidad de convenir las condiciones del negocio. 

Asimismo, en el ámbito de los servicios, como estos 

son caracterizados por su carácter masivo, dicha expansión conlleva 

a que su utilización se realice por el consumidor final en una 

evidente situación de adhesión a condiciones preestablecidas. Son 

supuestos, en la gran mayoría, de contratos por adhesión y 

consecuentemente carentes de cualquier tipo de negociación entre las 

partes. 

La única alternativa del consumidor es adherirse al 

sistema adquiriendo el bien o contratando el servicio y sujeto a las 

condiciones de las corporaciones que manejan el mercado. 

VI.5. El principio "in dubio pro consumidor" 

De la lectura del segundo párrafo del art. 3 de la LDC, 

se sigue como principio liminar en torno a la interpretación e 

integración del sistema legal, que "en caso de duda sobre la 

interpretación de los principios que establece esta ley prevalecerá la 

más favorable al consumidor". 

Dicha manda sumada a lo dispuesto por el art. 65 de 

dicho cuerpo legal, en cuanto dispone el carácter de orden público del 

plexo consumeril, permite afirmar que  la directriz central del 

sistema es el que podemos denominar: "in dubio pro consumidor".  

Tal como enseña Farina8, la noción básica relativa a la 

relación de consumo tiene la suficiente amplitud para considerar 

incluidas en la tutela que brinda la ley a toda relación entre el 

proveedor y consumidor, integrando el sistema con la ley de Lealtad 

Comercial y de Defensa de la Competencia y demás leyes especiales.  

                                                           
8 FARINA, Juan M, Defensa del Consumidor y del Usuario, 4ta Edición, 

Astrea, Buenos Aires, 2011, pág.116. 



Por lo tanto, el régimen de derecho que surge de la LDC 

y de la redacción del Código de fondo importa no sólo complementar 

sino también modificar o derogar, siquiera parcialmente, las normas de 

otras ramas jurídicas que se apliquen a la relación de consumo que 

concretamente se considere, con fundamento en el principio de la 

interpretación más favorable al consumidor.  

Desde esta perspectiva, la antigua y dicotómica división 

del derecho en Público y Privado cede notablemente por la intromisión 

del Estatuto del Consumidor que, a modo de directriz fundante, los 

atraviesa en sentido transversal y obliga a reformular algunas bases, 

otrora inconmovibles.  

VI.6. El deber de información  

Desde otro costado, el art. 4 de la ley de consumidores 

y usuarios establece el deber que tienen los proveedores en el 

suministro a todos y cada uno de los consumidores de brindar 

información de forma cierta, clara y detallada de lo relacionado con 

las características esenciales de los bienes y servicios que proveen, 

además, de las condiciones de su comercialización. 

En una sociedad globalizada, y donde predominan las 

operaciones "en masa" y los contratos de adhesión, resulta fundamental 

la información adecuada y gratuita que debe ser proporcionada al 

consumidor o usuario para que éste tenga pleno conocimiento de las 

condiciones de la contratación de que se trata.  

Así, Mosset Iturraspe y Wajntraub9 señalan que desde el 

punto de vista normativo el deber de información incumbe al poseedor 

de los datos vinculados con una relación jurídica o con la cosa 

involucrada en la prestación, y cuyo contenido es el de poner en 

conocimiento de la otra parte una cantidad de datos suficientes como 

para evitar la inferioridad negocial que se genera si no son conocidos 

pues, impiden decidir con discernimiento, intención y libertad. 

Desde el plano socio-económico, la información 

constituye una exigencia a fin de que el consumidor supere, en 

alguna medida el desequilibrio estructural existente en el mercado, 

y que le permita efectuar una elección racional y fundada respecto 

del bien o servicio que pretende contratar. 

VII. El caso de autos 

VII.1. La relación de consumo 

                                                           
9 MOSSET ITURRASPE, Jorge, WAJNTRAUB, Javier, Ley de Defensa del 

Consumidor, Ley 24.240, y sus modificatorias, Rubinzal Culzoni, Santa 

Fe, 2008, pág. 64. 
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De la aplicación de los principios precedentes al caso 

de autos se sigue que Cooperativa de Vivienda, Consumo y Crédito 

Horizonte Ltda. realiza oferta pública de viviendas nuevas, 

introduciéndose con toda claridad en el art. 1 inc. c de la originaria 

ley 24.240.  

De tal modo, Farina10 enseña que la cooperativa, sea de 

consumo o de producción, realiza una actividad de “comercialización 

dentro del mercado”.  

En esta línea, el conocido jurista destaca que el hecho 

de que contraten con sus propios socios a través de un esquema 

especial, en este caso, el mentado sistema de aportes libres antes de 

la adjudicación de la vivienda, y obligatorios luego de este último 

acto, no empece a que en realidad sean el “vehículo” para la 

adquisición de la vivienda que proporciona la cooperativa.  

Así, contrariamente a lo que afirma la entidad apelante, 

la enajenación ES a título oneroso, y los adherentes y asociados a la 

cooperativa son consumidores, con el alcance otorgado en el art. 1 de 

la LDC, pues adquieren la vivienda nueva con destino final.  

Por su parte, la cooperativa es proveedora11 en los 

términos del art. 2 de la LDC de la ley en cuanto se dedica 

profesionalmente a la comercialización de viviendas en distintos 

ámbitos de la ciudad, tal como lo reconoce la propia apelante en su 

demanda.  

VII.2. Valoración crítica de la doctrina  

Farina12 puntualiza que la noción de proveedor, propia 

                                                           
10 FARINA, Juan Manuel, Defensa del consumidor y usuario, Comentario 

Exegético de la ley 24.240, 4º Edición, Astrea, Buenos Aires, 2011, 

pág. 114.  
11 En este sentido, Mosset Iturraspe y Wajntraub señalan que. “La 

noción de proveedor es deliberadamente amplia para incluir a todos los 

sujetos que actúan del lado de la oferta en el mercado. En tanto la 

relación jurídica de consumo se asienta en el acto de consumo…”, 

MOSSET ITURRASPE, Jorge, WAJNTRAUB, Javier, Ley de Defensa del 

Consumidor, Ley 24.240, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2010, pág. 48. 
12 FARINA, Juan, Defensa del Consumidor y del Usuario, Segunda Edición, 

Buenos Aires, Astrea, 2000, pág. 72. 



del derecho de consumidor, refiere a todo el sector oferente de 

productos y servicios en la medida que se realice profesionalmente, y 

resulta deliberadamente amplia para incluir a todos los sujetos que 

actúan del lado de la oferta.  

Por su parte, Lorenzetti13 destaca que el surgimiento de 

la noción de proveedor es propia del derecho del consumidor y que, en 

rigor, el en derecho privado se han usado tradicionalmente términos 

más específicos como el de comerciante, asegurador, y otros, pero la 

categoría a la que referimos alude a todo el sector oferente de 

productos o servicios siempre que lo haga de una manera profesional, y 

en una relación de consumo, que son los otros elementos calificantes 

del proveedor profesional de productos o servicios.  

En esta inteligencia, no le asiste la razón a Orgaz14 

cuando entiende que las cooperativas son consumidoras en la 

adquisición de las materias primas que adquieren pero que, en la 

actividad interna con sus asociados prima el vínculo cooperativo.  

Este “corte” que realiza el estimado jurista no refleja 

la realidad de la operatoria entre los adherentes a la cooperativa y 

la construcción de las viviendas, dividiendo la vinculación jurídica y 

violentando la tutela del art. 42 de la Constitución Nacional que 

establece expresamente a favor de los consumidores y usuarios.  

VII.3. La profesionalidad del proveedor y el carácter de 

consumidor de los adherentes: rectius: “asociados cooperativos” 

En esta inteligencia, Rusconi15 explica con toda claridad 

que el pensamiento que pretende excluir a las entidades privadas sin 

fines de lucro, como asociaciones, cooperativas y mutuales, del 

estatuto del Consumidor, obedece a la equiparación de las nociones de 

“actuación profesional” y “ánimo de lucrativo” con la obtención de 

ganancia o renta. 

Así, el jurista citado explica que estos conceptos no 

son sinónimos y sólo el primero de ellos, es decir, la actuación 

profesional resulta imprescindible para definir al sujeto proveedor.  

Dicho derechamente, es sobre la noción de 

“profesionalidad” que se construye el concepto de proveedor, y pueden 

darse casos de operaciones llevadas a cabo profesionalmente, que no 

                                                           
13 LORENZETTI, Ricardo Luis, Tratado de los contratos, Tomo 1, Santa 

Fe, Rubinzal Culzoni, 2004, pág. 156. 
14 ORGAZ, Gustavo, Aplicación de las normas de defensa del consumidor 

en las cooperativas y las mutualidades, LLC 2008 (marzo), 133. 
15 RUSCONI, Dante, Manual de Derecho del Consumidor, Abeledo Perrot, 

Buenos Aires, 2009, pág. 179. 
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tengan una finalidad inmediata de rédito económico, y no obstante 

ello, quedar encuadradas dentro del ámbito de la LDC.  

En una palabra, la profesionalidad distingue al experto 

del profano, y constituye la causa del desequilibrio en la relación 

entre ambos, generadora de la situación de vulnerabilidad o 

subordinación, que caracteriza a la relación de consumo, y que impide 

una interpretación restrictiva que violaría el art. 3 de la LDC. 

En esta inteligencia, el STJ brasileño16, es decir, la 

Corte Suprema de dicho país, tiene dicho que para la aplicación del 

Código de Defensa del Consumidor, basta la profesionalización de este 

último, siendo irrelevante la especie de los servicios que se prestan 

o hasta el hecho de tratarse de una sociedad civil sin fines 

lucrativos, bastando que desempeñe determinada actividad en el 

mercado.   

En síntesis, la opinión de la doctrina, en la 

actualidad, se inclina con claridad por la aplicación del plexo 

consumeril a las relaciones derivadas de entidades cooperativas.  

VII.4. En busca de un criterio 

De todo lo dicho se sigue que el viejo criterio de la 

causa “Quiroga” no puede mantenerse en la actualidad, pues la 

comprensión del alcance y jerarquía constitucional de la ley 24.240, 

deja de lado cualquier duda.  

Dicho derechamente, el plexo consumeril, al ser un 

régimen constitucionalizado y al atravesar todo el ordenamiento 

jurídico, se articula con la ley 20.337, haciendo prevalecer la 

relación de consumo por sobre el acto cooperativo.  

Dicho de otro modo, el régimen cooperativo es “el 

vehículo instrumental” o el “sistema de cobertura” para la adquisición 

de viviendas nuevas con destino final.  

                                                           
16 MIRAGEM, Bruno, Direito do consumidor, 1 ra edición, Revista dos 

Tribunais, Sao Paulo, 2008, pág. 181. 



Así, no puede entenderse que el instrumento o la 

modalidad en que se concreta la construcción y adquisición de las 

viviendas sea más relevante que el acto de consumo propiamente dicho.  

En efecto, no cabe ninguna duda que las máximas de 

experiencia demuestran que quienes se “adhieren” al esquema de la 

cooperativa, lo que pretenden en realidad, es adquirir una vivienda 

propia, tal como surge de la propia publicidad que realiza la entidad 

apelante en medios televisivos, mientras que la cooperativa tiene una 

clara finalidad especulativa, aun cuando las “ganancias” se nominen 

como “excedentes”.  

Dicho derechamente, la actuación en el mercado de la 

vivienda y la consecuente comercialización de estas unidades es una 

realidad innegable, que no puede ocultarse.  

A su vez, el sistema aludido implica la adhesión a un 

estatuto y reglamento, como así también condiciones de construcción, 

que no se negocian y, consecuentemente, implican clara debilidad 

estructural. 

Una interpretación diferente, tal como pretende la 

entidad apelante, implica burlar las garantías otorgadas por el art. 

42 de la Carta Magna, apartarse del claro mandato del art. 3 que 

impone que en caso de duda debe primar el plexo consumeril, y 

violentar la verdad jurídica objetiva.  

En efecto, no cabe duda alguna que el asociado 

cooperativo, justamente como su propio nombre lo dice, adhiere a un 

contrato de adhesión, tal el régimen de la cooperativa, su reglamento 

y demás condiciones, y por ende, es la parte débil de la relación 

económica que está expresamente tutelado por la ley 24.240.  

Por su parte, más allá de las modalidades propias de la 

construcción cooperativa, se trata de la comercialización de viviendas 

en masa y mediante un sistema especial que no impide emplazarlas como 

proveedora, dado su carácter profesional en el mercado inmobiliario, 

tal como se ha señalado supra.  

En síntesis, es criterio de este Ministerio Público que 

corresponde desestimar los agravios de la entidad apelante, y en 

consecuencia, mantener vigente el criterio del inferior considerando 

aplicable al sublite la ley de Defensa del Consumidor pues, el 

criterio recepta la verdad jurídica objetiva de la operatoria, tal 

como nos lo manda el segundo apartado del art. 42 de la CN, y por 

ende, prevalecer por sobre el carácter instrumental de la cooperativa.  
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VIII. La validez formal y sustancial del decreto del 

juez de grado 

En este sentido, el apelante se agravia al entender que 

el juez no fundamentó debidamente el decreto, que incurrió en 

prejuzgamiento y que excedió los límites de la aplicación de oficio de 

la LDC.  

Ahora bien, de la lectura del decreto contra el cual se 

interpuso el recurso de reposición, glosado a fs. 542, como del que 

rechaza la impugnación, a fs. 558, se advierte que el juez sí brindó 

los argumentos en los que fundó la aplicación de la ley 24.240 y la 

consecuente intervención del Ministerio Público.  

IX.  

X. Conclusión. 

En definitiva, es criterio de esta Fiscalía de Cámaras 

que corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto por la 

Cooperativa y confirmar los resolutorios del “a quo”.  

Así opino. 

Dios Guarde a V.E. 

Córdoba, 9 de septiembre de 2014. 

Fdo: Francisco A. Junyent Bas 


